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Modalidades del ajuste ante la crisis 

Las condiciones del ajuste 

E 1 entorno recesivo del mundo industrializado desde mediados 
de los setenta dio paso a importantes modificaciones en 
la política económica de esas economías. Los principales fac-

tores que condujeron a esos cambios, en especial en el manejo 
de las políticas fiscal y monetaria, fueron los reducidos coeficien­
tes de inversión y del crecimiento del producto, así como los ele­
vados índices de desempleo e inflación, superiores a los registrados 
hasta 1973. 

• De la Universidad Autónoma Metropolitana, plantel Xochimilco. 

Uno de los elementos de mayor preocupación fue la persis­
tencia de la inflación, la cual promovió un notable giro en la es­
trategia económica general. En adelante, la política monetaria 
desempeñaría un papel protagónico en el manejo de esas eco­
nomías; su principal expresión fue la liberación de las tasas de 
interés, que en 1981 sobrepasaron 20 por ciento. 

La reorientación de la política fiscal de Estados Unidos, que 
implicó un importante recorte impositivo, generó un aumento del 
déficit gubernamental que se financió con la venta de bonos del 
Tesoro en el mercado internacional. Esto provocó una expansión 
de la demanda de dinero que, junto con la política monetaria res­
trictiva impuesta desde 1979 por el Banco de la Reserva Federal, 
propició el incremento de las tasas de interés internacionales. En 
el contexto de inestabilidad cambiaria que la economía interna­
cional experimentaba desde principios de los setenta, el alza del 
rédito desempeñó un papel determinante en las modificaciones 
de fondo de la estructura financiero-monetaria internacional. 
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La crítica situación que experimenta América Latina desde prin­
cipios del actual decenio es producto, en buena medida, de las 
transformaciones estructurales del sistema financiero internacio­
nal: expansión y diversificación de las actividades bancarias y cre­
diticias de los .centros de operación; mayor participación de la 
banca privada como prestamista y del sector público como ga­
rante en los proyectos de desarrollo nacional; restructuración de 
los términos de contratación de deuda con predominio del corto 
plazo establecido con la banca privada, y constante incremento 
de los flujos internacionales de capital como determinantes de 
los tipos de cambio. 

El aumento de las tasas de interés internacionales aceleró el 
crecimiento del déficit de la cuenta corri€nte de los países lati­
noamericanos y generó una significativa transferencia de recur­
sos reales hacia el exterior. Los pagos netos de utilidades e intereses 
por servicio de la deuda se elevaron de poco menos de 7 000 mi­
llones de dólares en 1977 a cerca de 36 000 millones en 1985 
y a 30 100 millones en 1987. De 1982 a 1987 la región realizó 
pagos por más de 200 000 millones de dólares (véase el cuadro 1 ). 

Esos acontecimientos ponen de relieve la problemática que se 
venía configurando desde los setenta en términos de una crisis 
económica internacional de carácter financiero. 1 Las repercusio­
nes han sido muy serias para América Latina, pues a pesar de que 
el déficit en cuenta corriente registró una notable mejoría desde 
1983, la caída del ingreso neto de capitales durante varios años 
deterioró su capacidad de demana externa y abatió sus reservas 
internacionales. 

El déficit regional de la cuenta corriente en 1981 ascendió a 
poco más de 40 000 millones de dólares, cifra que representó cer­
ca de 6% del producto regional bruto y más de 40% del valor 
de las exportaciones registradas en cada uno de los últimos seis 
años. Ese déficit no era posible financiarlo con captación neta de 
préstamos e inversiones, pues el flujo de éstos (que en 1981 ha­
bía llegado a poco más de 37 000 millones de dólares) disminu­
yó en un sólo año a menos de 20 000 millones y luego 
virtualmente se desplomó. 

La opción elegida para atemperar la situación deficitaria fue 
el recorte de las importaciones necesarias para el crecimiento del 
producto; éstas pasaron de 97 600 millones de dólares en 
1981 a un promedio anual de 58 000 millones de 1984 a 1986. 
Como resultado, el PIB por habitante se redujo de un índice de 
100 en 1980 a 92.4 en 1986, en tanto que el ingreso nacional bruto 
por habitante disminuyó de 100 a 86 en los mismos años. La in­
flación regional, en términos de la tasa anual de crecimiento de 
los precios al consumidor, se elevó de 56% en 1980 a 274% en 
1985; en los dos últimos años el índice inflacionario descendió 
como resultado de los planes de contención o estabilización ins­
trumentados por países como Argentina, Brasil, Perú y México. 

En un entorno de restricción financiera, la mayoría de las eco­
nomías de la región puso en práctica políticas de ajuste, en un 

1. Hyman Minsky, Can it Happen Again? Essays on Stability and 
Finance, M.E. Sharpe lnc., Nueva York, 1982; Carlos A. Rozo, "La para­
doja del crecimiento crediticio: camino hacia la crisis?", en Comercio Ex­
terior, vol. 37, núm. 10, México, octubre de 1987, pp. 824-830. 
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marco de extrema condicionalidad del financiamiento externo y 
de máximo esfuerzo en el cumplimiento de los compromisos cre­
diticios contraídos con el exterior. 

Del ajuste ortodoxo al choque heterodoxo 

Teóricamente existen dos grupos de estrategias económicas 
que llevan implícito un proceso de ajuste: el que postula el 

control de la demanda agregada mediante las políticas fiscal , mo­
netaria y de ingresos, y el que recomienda elevar el precio relati­
vo de los bienes comerciables internacionalmente por medio de 
las políticas cambiaria, arancelaria o de promoción de exporta­
ciones. 

La mayoría de los procesos de ajuste emprendidos por los paí­
ses de América Latina desde 1982 se enmarcan en el control de 
la demanda. La aplicación de esta estrategia permitiría corregir 
los desequilibrios de la cuenta corriente, así como los desajustes 
internos. 

Las medidas globales concretas acordadas con el FMI se orien­
taban a limitar la expansión de los activos internos netos del banco 
central y del endeudamiento externo del sector público, y redu­
cir el déficit mediante el aumento tributario y el incremento de 
los precios y tarifas de los bienes producidos por las empresas 
públicas. Asimismo, se recomendaba elevar el tipo de cambio real, 
reducir los salarios reales y establecer tasas de interés positivas 
en términos reales. 

La aplicación de esas políticas en la corrección de los déficit 
de cuenta corriente, así como los efectos de aquéllas, han varia­
do de un país a otro. En el corto plazo, empero, el ajuste en esca­
la regional arrojó resultados positivos. De un déficit comercial de 
1 900 millones de dólares en 1981 se pasó a un superávit de 
más de 9 000 millones de dólares en 1982; en 1984 el flujo posi­
tivo alcanzó su nivel máximo con 39 000 millones de dólares, para 
después descender a 18 000 millones en 1986 y llegar a 22 700 
millones en 1987. 

La drástica reducción de recursos financieros externos, así co­
mo el aumento simultáneo de los pagos de intereses, presiona­
ron para que el ajuste se efectuara en un plazo muy breve. Aunque 
el déficit de la cuenta corriente se redujo de 40 100 millones de 
dólares en 1981 a 9 100 millones en 1987, su costo en términos 
de la actividad económica y del empleo fue muy alto. El margen 
para reasignar recursos desde la producción de bienes no comer­
ciables internacionalmente hacia las actividades orientadas a la 
exportación y a la sustitución de importaciones fue sumamente 
limitado. Este proceso, que implica un cambio en la estructura 
productiva y que por tanto requiere de un plazo mucho mayor, 
resulta contradictorio con las políticas mencionadas, fundamen­
talmente de corto plazo. 

En esas circunstancias, el ajuste recayó casi por completo en 
las importaciones, cuya severa contracción marcó y determinó 
la dirección recesiva de las economías, a la vez que limitó lapo­
sibilidad de efectuar con éxito los cambios estructurales que ex i­
gían las propias políticas en materia de precios relativos. 
Adicionalmente, el ajuste cont ribuyó a acelerar el proceso infla-
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cionario que, en algunos casos, imposibilitó la instrumentación 
eficaz de cualquier tipo de estrategia. En Argentina la tasa de in­
flación acumulada durante 1984 llegó a casi 700%; en Brasil fue 
superior a 200% en 1984 y 1985; en Perú en este último año fue 
mayor que 150%, en Uruguay se ubicó en 80% y en México en 
más de 60 por ciento. 2 

Las políticas económicas auspiciadas por el FMI agudizaron la 
crisis regional y, por tanto, demostraron ampliamente su inviabi­
lidad. Como respuesta, algunos países empezaron a instrumen­
tar políticas de estabilización, conceptualizadas como programas 
heterodoxos o de choque, cuyo objetivo básico es frenar radical­
mente el proceso de inercia inflacionaria para luego reactivar el 
crecimiento. 

La tendencia de los indicadores del desequilibrio externo y la 
inflación es similar en casi todas las naciones del área. Esto 
es indicativo de que la situación y las características de cada país 
no se definen de manera independiente. La necesidad de rever­
tir o de frenar las recesiones nacionales no está al margen de la 
dinámica internacional en la cual está inmersa América Latina. 
No obstante, aun a riesgo de ampliar la brecha y profundizar el 
deterioro económico y social interno, se consideró obligatorio ins­
trumentar políticas nacionales de reactivación económica con ca­
rácter urgente y radical. Algunos países iniciaron dicho proceso 
definiendo en cada caso el momento y la modalidad de las políti­
cas denominadas heterodoxas. 

Argentina emprendió el Plan Austral en un contexto de pro­
funda crisis económica y financiera con grandes limitaciones ex­
ternas. El objetivo prioritario era frenar la inflación, pues su 
virulencia había impedido poner en práctica cualquier tipo de es­
trategia económica. Una vez controlado ese fenómeno, la eco­
nomía argentina estaría en posibilidades de reorientar su política 
interna para promover la reactivación del crecimiento económi­
co.3 En el caso de Brasil el Plan Cruzado para contener la infla­
ción arrancó en un entorno económico en expansión, precedido 
de un período dinámico. A pesar de que tanto el Plan Austral co­
mo el Cruzado partieron de situaciones económicas disímiles, sus 
políticas fueron similares: congelamiento de precios y salarios, re­
forma monetaria y escala de conversión para la nueva unidad mo­
netaria. 

Otros países que han establecido programas con objetivos si­
milares son Perú y México. El primero lo inició en agosto de 1985 
a fin de estabilizar los precios de los productos básicos y hacer 
más eficiente la asignación de recursos crediticios al sector pro­
ductivo.4 A mediados de 1986 México puso en marcha el Pro­
grama de Aliento y Crecimiento (PAC) con el propósito de 
profundizar el proceso de reordenación económica y consolidar 
las medidas de control inflacionario. En diciembre de 1987 se em-

2. Datos de la CEPAL en El Mercado de Valores, México, 19 de enero 
de 1987, p. 55. 

3. Adriana Zavala y Carlos Pérez T., "El Plan Austral. ¿Una alternativa 
para México?", en Enfoques, marzo de 1986; Instituto Argentino para el 
Desarrollo Económico, en Realidad Económica, núm. 67, Buenos Aires. 

4. Ponencia presentada en la Reunión Ordinaria de la Asamblea Gene­
ral de la ALIDE por el representante de la banca de desarrollo de Perú; 
México, mayo de 1986; " La heterodoxia del modelo peruano", en El Mer­
cado de Valores, México, 20 de julio de 1987, pp. 778-782 . 
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prendió un nuevo programa para combatir la inflación, el Pacto 
de Solidaridad Económica, con políticas económicas similares al 
plan de choque o programa heterodoxo. 

Las condiciones financieras internas y externas constituyen el 
factor decisivo en el éxito de la estrategia y en el logro de las me­
tas de control inflacionario, así como en la reactivación econó­
mica de la región. Estas políticas de ajuste precisan de recursos 
financieros suficientes para promover el crecimiento de las eco­
nomías nacionales. Esa opción, pues, requiere de cambios fun­
damentales en la dinámica del financiamiento del desarrollo 
regional y en particular de los mecanismos hasta ahora seguidos 
en la solución del problema de la deuda externa de América Lati­
na, cuyo monto, hacia fines de 1987, ascendió a cerca de 41 O 000 
millones de dólares. 

Sobre ese particular destacan las propuestas de la CEPAL pre­
sentadas en la Reunión de la ALIDE realizada en México en 1986. 
Queda claro que se debe insistir en la reducción del pago del ser­
vicio de la deuda, que en la actualidad absorbe cerca de 36% 
del valor de las exportaciones totales de la región. Esto podría lo­
grarse mediante la disminución de las tasas de interés internacio­
nales o bien por medio de una estrategia de negociaciones 
bilaterales o multilaterales en la contratación de créditos y en la 
renegociación de los términos de pago de la deuda.5 Las divisas 
liberadas podrían destinarse a reactivar las importaciones nece­
sarias y estratégicas que han sido suspendidas o restringidas, a 
inversiones para incrementar la producción de bienes exporta­
bles, así como a las áreas y sectores que selectivamente puedan 
sustituir importaciones. Empero, lo más importante sería inducir 
un repunte de la producción para el mercado interno. 

La disponibilidad de recursos financieros del exterior es una 
cuestión de primera importancia. Sin embargo, lo es más no per­
der de vista la urgente necesidad de buscar opciones que permi­
tan atenuar y hacer frente a las condiciones económicas actuales, 
como podría ser la creación de mecanismos de financiamiento 
propios de la región. Ése es el objetivo central de este trabajo: 
examinar modalidades de financiamiento sectorial para la agri­
cultura. 

El papel de la agricultura 

E 1 entorno recesivo de la economía mundial en el actual de­
cenio impone la necesidad de transformar los modelos de de­

sarrollo de América Latina. La estrategia de apertura comercial 
propuesta en los setenta propugnaba el abandono del proceso 
de sustitución de importaciones de los países de la región y el 
impulso del sector exportador. Paradójicamente se pretendía que 
las oportunidades se concretaran en momentos en que el 
comercio mundial registraba, en términos generales, una signifi­
cativa contracción. Ello limitó las posibilidades de exportación tan­
to de manufacturas como de materias primas. Asimismo, el bajo 
nivel de los precios de las materias primas tornó atractivo para 
la mayoría de los países latinoamericanos adquirir en el exterior 
los productos agrícolas que tradicionalmente tenían un peso sig-

S. Carlos A. Rozo, "El fracaso del proceso de renegociación de la deu­
da: las reformas al sistema monetario internacional", en Problemas del 
Desarrollo, México, enero-marzo de 1988. 
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nificativo en su producción interna y que incluso constituían par­
te de los productos de exportación del área. Esto fortaleció el 
argumento en favor de un proceso de sustitución de exportacio­
nes que afectaría profundamente al sector primario. 

América Latina se vio inmersa en una dinámica en que la 
producción agropecuaria (con excepción de algunos productos 
tradicionales de gran competitividád como el café, la soya, el arroz 
y la carne) fue desplazada gradualmente por importaciones, prin­
cipalmente de Estados Unidos. Uno de los casos más críticos de 
ese fenómeno ha sido el de México. Esta tendencia, sin embar­
go, también respondió a razones de índole interna. Entre ellas des­
tacan las contradicciones que resultaron de la dinámica del 
crecimiento previo del sector y de la participación de las empre­
sas transnacionales agropecuarias en dicho proceso. Éstas restrin­
gieron sus inversiones en el campo, al tiempo que tuvieron una 
mayor penetración en la industria, lo cual fue configurando mo­
dificaciones en el patrón de producción regional. El mejor ejem­
plo fue la sustitución de la producción del consumo humano hacia 
el animal, como lo fue el desarrollo de la industria de alimentos 
balanceados. Otro factor interno atañe a las condiciones estruc­
turales y sociales que limitaron la posibilidad de tecnificar los cul­
tivos, lo cual impidió continuar el auge inicial que manifestó el 
sector. 

Las consecuencias de ese proceso fueron el estancamiento pro­
ductivo en algunas zonas, mientras que en otras se incorporaron 
nuevos patrones de cultivo, especialmente para la exportación. 
Estos últimos registraron un mayor dinamismo, aunque ello fue 
a expensas de los que conformaban la canasta básica de la ma­
yoría de la población. 

A pesar de que los productos alimenticios que en el conjunto 
de la producción agropecuaria constituyen la mayor preocupa­
ción en escala mundial, es en ese subsector donde se manifiesta 
claramente un debilitamiento gradual de la capacidad de produc­
ción regional. Sin embargo, también es cierto que la situación en 
América Latina es menos grave que en otras regiones del planeta. 
Durante los setenta la producción básica per cápita mundial 
aumentó 6%, en tanto que en América Latina se elevó 10%. Ese 
crecimiento, empero, se concentró en países como Argentina, Bra­
sil, Colombia, Costa Rica, Guatemala, México y Surinam, pues 
la mayoría experimentó un retroceso en la producción de alimen­
tos por habitante.6 A pesar de ello, la región en su conjunto pre­
sentaba una tendencia excedentaria en productos agropecuarios 
con un coeficiente de autosuficiencia promedio de 108.3.7 En la 
actualidad la situación es muy inestable, ya que mientras el sec­
tor creció 2.7% de 1983 a 1985, en 1986 cayó en 2.4%, lo cual 
significó una pérdida de 5% en la producción agrícola per cápita 
y un retroceso en la participación de la agricultura en el producto 
regional al contribuir con sólo 11.1 %, la menor desde 1980 y muy 
inferior al coeficiente de los sesenta, que fue de 15.5%.8 Pero más 
grave aún es que, con la excepción de Argentina y Uruguay, Amé­
rica Latina se ha convertido en importadora de cereales como 

6. CEMLA, El crédito agrícola en América Latina. Revisión de las expe­
riencias recientes, Seminario sobre Financiamiento Agrícola, Ecuador, 
1983, pp. 1-2. 

7. FAO, La agricultura hacia el año 2000. Problemas y opciones de 
América Latina, Roma, febrero de 1981, p. 10. 

8. BID, Informe anual 1987. 
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trigo, arroz, maíz y avena, así como de oleaginosas. Hace 20 años 
esos productos contribuían a nuestra autosuficiencia alimentaria. 
El panorama empeora si se considera que una situación similar 
se ha ido conformando en otros productos, como los lácteos.9 

No queda duda de que en la reordenación de las políticas eco­
nómicas es preciso reconocer a cabalidad la importancia que se 
debe otorgar a la actividad agropecuaria como pivote del progreso 
en un programa de desarrollo integral. En nuestro planteamiento 
se asienta la necesidad de aprovechar la potencialidad de la agri­
cultura regional por sus efectos en el bienestar inmediato de la 
población y porque es posible emplear tecnologías adecuadas con 
menor dependencia del exterior. Otro argumento en su favor es 
su carácter anticíclico, como lo ha demostrado la experiencia his­
tórica de muchos países de la región. De esta manera, en perío­
dos de expansión económica la actividad primaria pierde dina­
mismo, mientras que en las fases recesivas la agricultura 
contrarresta los efectos negativos. Esto es así, porque este sector 
absorbe menor inversión, genera mayor empleo y produce más 
bienes por unidad de salario. 

Más aún, en la actualidad deben buscarse respuestas de cre­
cimiento y de modernización sobre bases endógenas que permi­
tan hacer frente a las tendencias del mercado internacional y a 
la condición recesiva de la economía latinoamericana_ De no avan­
zar en ese sentido la brecha tecnológica de corto y de largo pla­
zos en el campo se ampliaría y no sería posible superar los gran­
des retos del desarrollo del sector, a saber: aumentar 47% los 
rendimientos de la producción agropecuaria durante los próxi­
mos 20 años, principalmente en la subregión de México y de Cen­
troamérica; 10 aumentar la producción para abastecer el mercado 
interno mediante la apertura de nuevas tierras al cultivo (el poten­
cial de América Latina es de 693 millones de hectáreas), 11 y en 
un plazo mayor incrementar 51% la frontera agrícola. Esto podría 
significar un ritmo de aumento de la superficie de labranza supe­
rior al crecimiento de la población agrícola y haría factible aumen­
tar la superficie cultivable por familia, especialmente en la región 
atlántica. 

La agricultura regional aún puede desempeñar un papel pro­
tagónico en el desarrollo económico como lo hizo en los cincuenta 
y sesenta. Para ello requiere, como en el pasado, de apoyo credi­
ticio y financiero suficiente para reactivar su producción. Es decir, 
no sólo es un asunto de planeación, sino que ello involucra de 
manera fundamental la dotación del financiamiento necesario para 
su reactivación, lo que por otro lado no se ha considerado en los 
recientes planes de ajuste o programas de choque. 

La cooperación regional financiera 

A mérica Latina dispone de una infraestructura económica y 
social básica, así como de instituciones de desarrollo y siste­

mas financieros establecidos que apoyan la capacidad produc­
tiva. Existe, así, un terreno firme para formular y emprender polí-

9. FAO, op. cit., p. 10. 
10. /bid. , p. 47. 
11 . BID, Economic and Social Progress in Latín American Resources, 

Washington, 1983, cuadro 11 -3. 
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ticas que permitan hacer frente a la adversa situación financiera 
internacional. 

Las posibles opciones no deberán perder de vista el interés y 
la factibilidad de estrechar la relación intrarregional y de cambiar 
el papel que han desempeñado los países de América Latina en 
los mercados financieros internacionales. La región ha constituido 
un mercado dinámico para la exportación de las economías indus­
triales, especialmente de sus bienes manufacturados y de capi­
tal. Esto ha obedecido a" ... una ingente demanda potencial de 
bienes de alto coeficiente tecnológico que las innovaciones de 
los centros diversifican incesantemente. Cuanto más capacidad 
efectiva tengan para satisfacer esta demanda, adquiriendo expor­
taciones de los centros, tanto más intenso será este papel diná­
mico para el desarrollo de aquéllos."12 

Así, cualquier estrategia que surja de la región latinoamericana 
en el corto plazo, deberá ubicarse en una perspectiva de largo 
plazo, así como en términos de un mayor estrechamiento de la 
relación intrarregional. Esto permitirá revertir los efectos de esa 
demanda hacia el interior de la propia región con el fin de que 
"cualquiera que sea el margen de maniobra de que disponga cada 
país latinoamericano -por cierto muy diferente en cada caso­
pueda ensancharse con acciones más concertadas y encarar dis­
minuciones en un escenario dominado por políticas bilaterales 
y competitivas" .n 

La cooperación internacional entre países con sistemas eco­
nómicos de distinto desarrollo relativo puede establecerse 
mediante diversas formas multipartitas, pero lo significativo es que 
la cooperación regional adquiere un renovado interés a la luz de 
la crítica situación de esas economías. El esfuerzo común debe 
tener un sentido amplio y flexible; debe concebirse como una 
definición de trabajo práctico y no pretender instaurar una con­
dición rígida de interrelaciones de los países de la región o, al 
contrario, ser resultado de acuerdos de normatividad invariable 
que conduzcan de nueva cuenta a caminos sin salida. 

La experiencia de la cooperación en América Latina revela la 
necesidad de consolidar nuestra práctica y nuestra concepción 
del proceso de integración, particularmente en el ámbito finan­
ciero. En los acuerdos de cooperación entre países, la ejecución 
de los proyectos a menudo se ha visto obstaculizada por falta de 
recursos crediticios o por la formulación de proyectos fuera del 
marco de los requerimientos financieros. En este sentido, el poten­
cial de la cooperación financiera quedaría justificado por las nece­
sidades concretas de financiamiento y de planeación que existen 
en el sector agropecuario regional. Ello contribuiría a abatir las 
diferencias de productividad en el sector entre los distintos paí­
ses y sería un importante vehículo para difundir las metodologías 
y experiencias en proyectos de interés para la cooperación. 

Destacar la agricultura como una de las principales activida­
des para la cooperación financiera expresa el enorme potencial 
de ese sector en los planes de desarrollo de los países de Amé­
rica Latina. Dicha cooperación financiera debe concebirse como 
un instrumento que permita impulsar proyectos agrícolas a partir 
de una unidad indivisible en cuanto a su formulación y gestión, 

12. /bid., p. 106. 
13. CEPAL, Hacia la recuperación económica y la equidad social, 

México, 1983, p. 30. 
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de manera que la asistencia financiera logre los objetivos pro­
puestos. 

La cooperación financiera regional adquiere más significación 
al concretarse en el establecimiento y la puesta en marcha de 
proyectos integrados con carácter multifuncional. Este concepto 
conduce por sí mismo a la eficacia de la cooperación, pues los 
objetivos planteados no se logran atendiendo a un solo aspecto, 
sino atacando varios frentes y distintos rangos de decisión. La rea­
lización de proyectos integrados en un plan de cooperación finan­
ciera requiere de un fortalecimiento de la infraestructura de los 
servicios agropecuarios, dada la amplia variedad de insumas y 
el sinnúmero de lugares de recepción. 

La esfera de actividad específica agrícola dentro de la cual se 
daría la cooperación en cada país reflejaría los objetivos particu­
lares de especialización o las prioridades del proceso de desarro­
llo agrícola nacional. Entre las características inherentes a ese tipo 
de trabajo en común encontramos: 

• Participación voluntaria a fin de que los intereses de los paí­
ses involucrados se tomen en cuenta. 

• Flexibilidad para arribar a un tipo concreto de contrato para 
la promoción de un proyecto. Esto implica libertad de acceso a 
las disposiciones legales y a las reglamentaciones nacionales. 

• Gestión directa por parte de los agricultores interesados. 

• Flexibilidad en cuanto al período de duración. Esto es de 
gran importancia dada la constante evolución de las condiciones 
sociopolíticas en el área y la carencia de un proceso consolidado 
de cooperación. 

La situación de la balanza de pagos de los países de América 
Latina limita el acceso a divisas para facilitar la cooperación, 
incluso en los protocolos financieros que preven líneas de cré­
dito favorables para su ejecución. En consecuencia, la coopera­
ción planteada se enfrenta a una restricción de recursos financie­
ros, a pesar de que su costo puede ser poco significativo si se 
considera el riesgo de que se fracase en la solución de los proble­
mas del sector en un plazo no muy largo. 

La cuestión del crédito constituye, así, uno de los factores deci­
sivos para el progreso de la.integración de nuestras economías. 
La concertación regional de créditos mostraría la voluntad de los 
países del área para buscar soluciones propias. Es indispensable, 
entonces, plantear mecanismos innovadores que puedan aplicarse 
a la cooperación y revisar las disposiciones y regulaciones finan­
cieras para facilitar acuerdos de concertación en esa materia. Ense­
guida se examina una de las modalidades para lograr ese tipo de 
concertación: el establecimiento de una integración monetaria 
regional mediante la intervención decisiva de los gobiernos. 

Puesto que el sector bancario especializado no está adaptado 
a las exigencias de la cooperación resulta obligado favorecer la 
participación de las instituciones financieras de desarrollo (IFD), 
asunto que será examinado en el siguiente apartado. Otras opcio­
nes concretas que podrían emprenderse en cada país y ser con­
cebidas como instrumentos de eficiencia crediticia en escala regio­
nal son los mecanismos de dirección de la producción y las tarjetas 
de crédito para el campo. 
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Los mecanismos de la cooperación financiera 

Una opción global: la unidad 
de cuenta monetaria 

H oy más que nunca los países latinoamericanos requieren de 
una colaboración más estrecha así como de un mayor 

esfuerzo para resolver sus discrepancias y fortalecer el proceso 
de integración económica. Ello no sólo es necesario desde el punto 
de vista de los requerimientos internos de la región, sino también 
debido a las adversas condiciones externas que en los últimos años 
han generado un flujo negativo de capital hacia la región. Amé­
rica Latina necesita, por tanto, reemprender con mayor entereza 
los esfuerzos tendientes al logro de una auténtica integración 
monetario-financiera.14 

La tendencia de los países industrializados hacia una mayor 
integración y cooperación en el campo financiero obliga a Amé­
rica Latina a fortalecer su propio proceso. El impulso al Sistema 
Monetario Europeo, los acuerdos de intervención de los merca­
dos para frenar la sobrevaluación del dólar, las negociaciones para 
lograr una mayor uniformidad de las políticas económicas, el 
intento de un mayor control de circulante en escala internacio­
nal y el proceso de desregulación de los mercados financieros 
nacionales, son hechos que fortalecen los intereses del mundo 
industrializado y acentúan las desventajas para los demás. Ese 
panorama hace imprescindible formular una respuesta construc­
tiva que impulse nuestro desarrollo desde el campo de las finan­
zas internacionales. La propuesta está encaminada a la formación 
de un sistema monetario latinoamericano. 

El proceso de integración económica de América Latina siem­
pre ha dependido del capital extranjero, directo o indirecto, y de 
su relación con las divisas convertibles o duras. Esto ha impedido 
desarrollar un mercado de capitales regional sobre la base de nues­
tras propias monedas. La carencia de un mercado de ese tipo obs­
taculiza el movimiento intrarregional de bienes y servicios, es 
decir, el mismo proceso de integración comercial que se ha 
practicado. 

La ruptura del acuerdo de tipos de cambio fijos -punto cen­
tral del sistema de Bretton Woods- ha puesto en evidencia que 
la convertibilidad de las monedas nacionales es más una cues­
tión de acuerdos de voluntad -implícitos y explícitos- entre las 
partes interesadas, que de condiciones meramente objetivas y de 
carácter técnico. 

La evolución reciente del dólar es un ejemplo evidente de esa 
situación que además ha puesto en claro las contradicciones que 
para la estabilidad del sistema monetario internacional representa 
el dominio mundial de una moneda nacional. La mayor ines­
tabilidad de los tipos de cambio flotantes durante los últimos diez 
años demuestra esa apreciación.15 Esto es algo que los europeos 
han reconocido plenamente y la respuesta ha sido el desarrollo 

14. Propuestas en este sentido se han estado discutiendo desde los 
años cincuenta. Véase Robert Triffin, The World Money Maze, Y ale Uni­
versity Press, 1966, especialmente el capftulo XII, "Payment Systems in 
Latin America", pp. 478-519. 

15. Carlos A. Rozo, "Deuda, tipos de cambio flexible e inestabindad 
financiera", en Juan Castaingts (ed.), Posiciones frente a la crisis, UAM, 
México, 1986, pp. 179-202. 
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paulatino de una opción al patrón dólar, como pretende ser la 
Unidad de Cuenta Europea. 

La idea de una unidad de cuenta latinoamericana, por tanto, 
es un asunto que vale la pena impulsar, al igual que los esfuerzos 
orientados al logro de ese complemento monetario del intercam­
bio comercial de la región.16 Esa unidad haría posible empren­
der la formación de mercados de capital propios y avanzar hacia 
una asignación más eficiente de los recursos financieros de la 
región. 

El principio central para el establecimiento de un sistema mone­
tario regional es el uso de una unidad monetaria. Ello puede con­
cretarse mediante una canasta de las monedas nacionales que ade­
más de unidad de cuenta e instrumento de reserva, sirva a la vez 
de criterio para determinar las relaciones cambiarias entre las 
monedas componentes del sistema. 

La dependencia de las economías de América Latina respecto 
al dólar ha significado un auténtico proceso de sustitución de 
monedas nacionales por dólares. Las amplias divergencias en el 
desarrollo económico y la orientación de las políticas económi­
cas entre Estados Unidos y América Latina han convertido la 
sustitución monetaria en una fuente de choques de demanda de 
divisas que retroalimentan el proceso inflacionario; éste, a su vez, 
se ha constituido en un promotor de la inestabilidad cambiaria 
de la región . 

Una unidad monetaria común podría introducir disciplina 
monetaria y fiscal regional debido al efecto uniformador que ten­
dría en los procesos nacionales de desarrollo, así como por el 
mejoramiento potencial en la asignación intrarregional de recur­
sos. El efecto más notable se manifestaría en la estabilidad de los 
precios, resultado de una mayor coordinación en la concepción 
y aplicación de los instrumentos de las políticas económicas naci!J­
nales, en especial de las monetarias, así como por la obligada coo­
peración entre los organismos oficiales de planeación financiera 
de los países participantes en el acuerdo. 

La integración monetaria mediante 'una canasta de monedas 
que en el largo plazo pudiera convertirse en una moneda regio­
nal constituye una posibilidad que deviene de las condiciones simi­
lares de desarrollo de los países y del grado de homogeneidad 
de sus problemas monetarios y financieros. Las tendencias infla­
cionarias, los costos de la mano de obra, los déficit presupuesta­
rios, las tasas de crecimiento del circulante y los tipos de interés, 
constituyen variables susceptibles de ser modificadas y manipu­
ladas por los efectos que una canasta de monedas podría tener 
sobre: 

• La reducción de riesgos cambiarios en el intercambio 
comercial; ello sería debido al carácter más estable de una canasta 
de monedas respecto a u na sola. 

• El establecimiento de un sistema de compensaciones en el 
pago de servicios telefónicos, telegráficos, de operaciones turísti­
cas, de empresas aéreas, puertos aéreos y marítimos y otros 
servicios. 

16. Véase "Alternativas para la creación de unidades de cuenta", 
ALIDE!RE.RNN/II/dt1, 15 de julio de 1986; Carlos Ecuador de Freitas, "Pro­
puestas para construir un acuerdo monetario", ALIDE/CAFM/v/at1 , 22 de 
diciembre de 1983. 
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• La constitución de capital social para proyectos de caín­
versión. 

• La creación de un sistema arancelario regional flexible y 
selectivo. 

• La agilización de la contabilidad en las operaciones interem­
presariales e intergubernamentales. 

• La generación de un proceso de reducción de controles de 
capital derivado del efecto estabilizador de la canasta de monedas. 

• El uso multilateral de reservas internacionales al ser factible 
la creación de un fondo común de reservas regionales. 

• El ahorro de tiempo y de operaciones administrativas por 
efecto de la asimilación de transacciones internacionales por 
internas. 

La concertación de las instituciones financieras 
de desarrollo (IFDjl1 

La crisis actual abre un espacio de mayor desarrollo para el sec­
tor primario que a su vez genera mayores oportunidades para 

una más activa participación de las IFD en el terreno intrarregio­
nal. La concertación financiera regional adquiere un papel dina­
mizador en ese proceso, más aún si se considera la limitación de 
recursos proporcionados por organismos multilaterales como el 
BIRF o el BID. No es casual el destacar que esta nueva relación 
de negociación -que está inscrita en la propia acción inherente 
a la concertación- consiste en buscar continuamente formas de 
innovación financiera en un entorno de escasez de recursos cre­
diticios, tanto convencionales como concesionales. Por tanto, se 
está obligado a buscar una concertación en términos de eficien­
cia operacional financiera y de administración gerencial. 

La concertación de las IFD especializadas en el sector agrope­
cuario es una de las líneas de acción que se proponen dentro de 
la perspectiva de cooperación financiera regional. Esa concerta­
ción, por lo demás, desempeñaría un significativo papel anticíclico, 
capaz incluso de contrarrestar la visión procíclica de los bancos 
privados internacionales. 

El primer campo que se debería impulsar, por sus resultados 
a corto plazo, es el comercial, pues es ahí donde deberán gene­
rarse, en definitiva, los recursos necesarios para resolver gradual­
mente el agudo problema financiero de la región. La comerciali­
zación debe tener una importancia clave para estimular la 
cooperación financiera. Ello es así, porque cuando se establece 
asesoramiento sobre la adaptación y el desarrollo de bienes para 
aumentar la producción y las ventas, la ventaja real deberá bus­
carse en los mercados internacionales mediante una mayor com­
petitividad derivada de la suma de las ventajas parciales de los 
miembros del pacto de cooperación. Algunas ventajas, por otro 
lado, resultan del empleo de las redes de ventas de los proyectos 

17. Las propuestas aquí presentadas fueron originalmente esbozadas 
en G. Paz y A. Zavala, La problemática del endeudamiento externo y el 
financiamiento del desarrollo agropecuario latinoamericano, ALIDE, 1986. 
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participantes. Los sistemas de comercialización nacionales podrían 
ampliarse al incluir en los acuerdos una representación recíproca 
para la venta y el financiamiento de productos primarios. 

Una estrategia comercial intrarregional tendría que ir acom­
pañada de políticas crediticias que promuevan el autofinancia­
miento regional. Aun en el supuesto de una significativa mejoría 
en las condiciones macroeconómicas actuales, las necesidades 
de financiamiento externo para mantener el nivel del producto 
per cápita están fuera de cualquier posibilidad. Por ejemplo, en 
1985 los requerimientos se es ti m a ron en al rededor de 35 000 
millones de dólares; sin embargo, con un movimiento neto de 
capitales de 3 300 millones, el balance global fue negativo para 
la región en 200 millones de dólares (véase el cuadro 1). Por 
supuesto, en estas condiciones cualquier requerimiento financiero 
rebasa las expectativas para que la banca privada satisfaga nues­
tras necesidades, por lo cual es necesario fortalecer el comercio 
intrarregional y disminuir los requerimientos de divisas. 

Un segundo aspecto de la concertación financiera de las IFD 
es la prestación solidaria de servicios entre la inicitiva privada y 
el sector público. Las múltiples y acentuadas diferencias que exis­
ten entre algunos países de la región, más que significar un obs­
táculo, abren un abanico de oportunidades para establecer meca­
nismos de intercambio solidario de servicios y actividades 
complementarias. En estas circunstancias, paralelamente a los 
esfuerzos de integración regional, existe un importante potencial 
aún no utilizado plenamente para cooperaciones bilaterales o 
triangulares dentro de lo que se suele designar como Coopera­
ción Sur-Sur. 18 

Un tercer campo de acción concertada de las IFD sería el 
impulso de proyectos de desarrollo con objetivos regionales pero 
de interés nacional. Ese plano de acción constituye el sustento 
inicial de la cooperación y la acción intrarregional, pues significa 
aceptar que la concertación no pretende respaldar transferencias 
que impliquen enriquecer a unos países a costa de otros. Por el 
contrario, la concertación debe entenderse como un medio para 
lograr un fortalecimiento del desarrollo agropecuario de cada país 
dentro de un movimiento dinámico de generación de ventajas 
comparativas. El objetivo es establecer una mejor posición mun­
dial del sector agropecuario de la región mediante la acción con­
certada. En la medida en que se responda a objetivos comunes 
-alcanzar niveles más altos de producción para el mercado regio­
nal de productos básicos y lograr un cierto grado de complemen­
tariedad alimentaria recuperando la autosuficiencia perdida- la 
región caminaría en la dirección correcta. 

Otro perfil de la concertación se refiere a las actividades que 
alienten y faciliten la movilización de recursos endógenos den­
tro de la región. El financiamiento del desarrollo agropecuario en 
condiciones de competitividad financiera implicará que la estra­
tegia regional de las IFD pueda coordinar y ejecutar, la doble tarea 
de intermediación financiera y de promoción del desarrollo. 

Por último, la definición de objetivos y políticas en el ámbito 
regional deberá, en primer lugar, en marcarse en las pautas de las 

18. ILPES, Nuevos servicios para la cooperación horizontal., VI Reu­
nión del Subcomité Técnico VI, st/5, México, noviembre de 1983. 
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CUADRO 1 

America Latina y el Caribe: principales indicadores económicos• 

Conceptos 1980 1981 1982 1983 1984 1985 1986 1987' 

Índices (1980-1 00) 

PIB a precios de mercado 100.0 100.4 99.0 96.6 99.7 102.4 105.9 
Población (millones de habitantes) 356 364 373 381 390 398 406 
PIB por habitante 100.0 98.1 94.5 90.1 90.9 91.3 92.4 
Ingreso nacional bruto por habitante 100.0 96.2 89.7 85.1 86.1 86.0 

Tasas de crecimiento 

PIB 5.3 0.4 -1.2 -2.6 3.7 3.4 3.7 2.6 
PIB por habitante 2.8 -1.9 -3.4 -4.8 1.4 1.1 1.4 0.5 
Precios al consumidor' 56.1 57.6 84.8 131.1 185.2 275 .3 69.1 
Relación de precios del intercambio de bienes 5.1 - 7.6 -9.0 -1.1 6.5 -5.0 -8.7 
Poder de compra de las exportaciones de bienes 10.3 1.9 -7.6 10.1 13.3 -4.8 -9.7 
Valor corriente de las exportaciones de bienes 32.3 7.6 -8.8 0.1 11.5 -5.9 -14.8 
Valor corriente de las importaciones de bienes 34.9 8.1 -19.8 -28.5 4.0 0.3 2.4 

Miles de millones de dólares 

Exportaciones de bienes 89.1 95.9 87.4 87.5 97.5 92.0 78.3 
Importaciones de bienes 90.5 97.6 78.3 56.0 58.8 58.5 59.9 
Saldo del comercio de bienes -1.4 - 1.9 9.1 31.5 39.4 33.5 18.4 22.7 
Pagos netos de utilidades e intereses 17.9 27.1 38.7 34.2 36.1 34.7 30.5 30.0 
Saldo de la cuenta corriented -28.1 -40.1 -40.9 -7.4 -1.0 -3.4 -14.5 -9.1 
Movimiento neto de capitalese 29.5 37.3 19.8 3.0 10.3 3.3 8.7 14.3 
Balance globaJf 1.4 -2.8 -21.0 -4.4 9.3 - 0.2 -5.9 5.3 
Deuda externa global bruta 222.5 277.7 318.4 344.0 366.4 376.6 392.8 409.8 

a. Las cifras correspondientes al PIB y precios al consumidor se refieren a todos los países excepto Cuba. 
b. Estimaciones preliminares. 
c. Variación de diciembre a diciembre. 
d. Incluye transferencias unilaterales privadas netas. 
e. Incluye capital a largo y corto plazo, transferencias unilaterales oficiales y errores u omisiones. 
f. Corresponde a la variación de las reservas internacionales (con signo cambiado) más los asientos de contrapartida. 
Fuente: CEPAL, Balance de la Economía de América Latina, varios números. 

directrices global, sectorial y financiera. El propósito es no olvi­
dar que las IFD coexisten en un ambiente económico, financiero, 
bancario y político cuyos parámetros se definen fuera de las pro­
pias instituciones y difieren de un país a otro. 

La acción concertada requeriría de un órgano central, un 
comité agrícola regional (CAR), que tendría carácter de autori­
dad indicativa para el desarrollo agropecuario regional. Este comité 
promovería la acción concertada por medio de objetivos regio­
nales y metas nacionales. El carácter indicativo respaldaría una 
eficiente asignación de los recursos suministrados por las IFD 
nacionales a las unidades económicas de producción, a la vez 
que constituiría el mecanismo mediante el cual se planearía la 
utilización de las ganancias comunes. Una acción coordinada 
como ésta precisará la consideración y el análisis de una serie de 
elementos que deberán proyectar las propias IFD según los siguien­
tes objetivos: 

• Elaborar un diagnóstico de la participación del sistema agro­
pecuario en los flujos financieros públicos de las economías 
nacionales. 

• Analizar las modalidades de la estructura de los mercados 
de capital en el marco de las relaciones de éstos con el sistema 
agropecuario. 

• Elaborar y proponer las políticas económicas de financia­
miento a las actividades agropecuarias que permitan la concerta­
ción regional. 

• Participar en la determinación de la política de tasas de inte­
rés regionales. 

• Aportar criterios generales para hacer compatibles las varia­
ciones de los precios relativos, teniendo en cuenta la participa­
ción del sector agropecuario en dicho proceso y cómo estos cri­
terios condicionarían su funcionamiento. 

• Plantear objetivos para establecer fuentes de recursos en tér­
minos regionales para lograr la complementariedad alimentaria. 

Este modo de funcionamiento, al mismo tiempo que intenta 
enmarcar al sector agropecuario en el ámbito del desarrollo regio-
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nal, pretende orientar la canalización de los recursos de las IFD 
nacionales. El CAR significa un punto clave de todo el proceso, 
ya que de no existir es probable que la concertación de dichas 
instituciones no encuentre un punto de apoyo sólido. 

La dirección de producción en las unidades 
económicas productivas 

El fracaso de la asistencia técnica 

Las IFD especializadas en la agricultura se adjudican un universo 
de labores que en muchas ocasiones funciona con bastante 

dificultad. Así, las tareas de las IFD de intermediación financiera, 
habilitación de superficies para cultivo y para la ganadería, for­
mación de sujetos de crédito, promoción de inversiones agroin­
dustriales, fomento de exportaciones y asistencia técnica, dan lugar 
a que sus esfuerzos no siempre arrojen resultados concretos con 
los agricultores que intentan beneficiar o en las regiones que 
deben tener prioridad. Tampoco se logran los fines deseados en 
los proyectos de alta rentabilidad económica y social o en los pro­
yectos estratégicos de alto riesgo que requieren de largos perío­
dos de maduración. No se puede ocultar que esas fallas son resul­
tado de la complejidad de los factores macro y microeconómicos 
que interactúan en una red tan extensa de propósitos. 

El caso más claro de esta situación se refiere a los programas 
de asistencia técnica, los cuales no han rendido lo que de ellos 
se esperaba. Dicha asistencia -como apoyo complementario al 
crédito agrícola- se ha caracterizado por una deficiencia siste­
mática. Ello ha sido producto de una concepción global que no 
implica una responsabilidad directa con los productores, en espe­
cial con los pequeños y medianos, ni la atención particular a los 
sujetos de crédito. Además, en términos generales el personal que 
imparte la asistencia técnica se caracteriza por su falta de capaci­
dad en la preparación y ejecución de proyectos, por la carencia 
de adiestramiento gerencial y por un desconocimiento total para 
la toma de decisiones en materia de selección de tecnologías ade­
cuadas. Es innegable que esas deficiencias repercuten en los nive­
les de producción y de productividad agrícolas, lo cual afecta des­
favorablemente la cartera crediticia y, por tanto, la operación 
misma de las instituciones de crédito. En lo que sigue se hace refe­
rencia-a un proyecto alternativo en el papel de dirección de la 
Unidad Económica Productiva, ya que en dichas unidades con­
vergen las actividades inducidas por las IFD. 

Algunos antecedentes 

En México los programas de asistencia técnica cuentan con el 
apoyo del Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para 
Créditos Agropecuarios (FEGA), cuyo fiduciario es el Banco de 
México. Al FEGA, como a muchos organismos de apoyo financiero 
en América Latina, se le facultó para destinar recursos especiales 
a las instituciones de crédito (banca de primer piso) que desarro-

\ llan actividades de asistencia técnica. El procedimiento consiste 
en rembolsar una parte o el total de los costos directos en que 
hayan incurrido esas instituciones al proporcionar ese servicio a 
las unidades agropecuarias. El sistema, empero, no ha logrado 
satisfacerlas demandas pretendidas, debido a la falta de una cober-
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tura permanente y directa a las unidades de producción; la aten­
ción se efectúa de manera general, sin responsabilidad especí­
fica por cada sujeto de crédito a nivel de pequeño agricultor. 
Como respuesta a esas deficiencias se creó el programa de Director 
de Producción. 

En un principio el programa se enfrentó a diversas dificulta­
des derivadas de la falta de antecedentes y experiencias en esta 
modalidad. Así, se presentaron problemas con la adquisición y 
el uso de vehículos de trabajo, deficiencias administrativas que 
afectaron de forma adversa el financiamiento del programa y que 
ocasionaron demoras en los rembolsos. Ello causó incertidum­
bre en las Unidades Económicas de Producción (UEP) y generó 
dudas en los técnicos sobre la permanencia del programa y la vali­
dez de sus procedimientos; todo ello se reflejó notablemente en 
la marcha operativa del programa. La convicción de sus múlti­
ples bondades, sin embargo, hizo que se continuara su instrumen­
tación hasta superar la mayor parte de sus deficiencias y sentar 
bases firmes para su ulterior desarrollo. La etapa de arranque se 
basó en dos vertientes de financiamiento: una, apoyada en forma 
directa por el FEGA, y otra, por el Fideicomiso de Inversiones de 
Crédito en Áreas de Riego y Temporal (FICART), cuyo fiduciario 
es el Banco Nacional de Crédito Rural. La aplicación del programa 
arrojó los siguientes resultados. En el primer año asistieron 529 
directores de producción a 1 OSO UEP, en el segundo participa­
ron 850 técnicos en 1 573 unidades y en el tercero asistieron 1 028 
técnicos en 1 379 UEP. Estos datos muestran un mejoramiento en 
la relación de directores de producción al número de UEP. Este 
coeficiente pasó de 0.5 en el primer año a 0.7 en el último, lo 
cual representa un incremento en la atención individualizada de 
las unidades productivas y en el costo por director. 

Los objetivos del programa 

El problema del asesoramiento técnico podría superarse mediante 
las funciones de una Dirección de Producción que garantice los 
siguientes objetivos: 

• Elevar los niveles de producción y de productividad de las 
empresas apoyadas por los IFD. Ello sería por medio de la asis­
tencia técnica directa y permanente de directores de producción 
en materia agropecuaria y administrativa. 

• Fomentar la organización para la producción mediante una 
mayor participación de los proauctores en la solución de los pro­
blemas comunes. 

• Mejorar los índices de recuperación de los financiamientos 
otorgados a los sujetos de crédito. Eso podría lograrse mediante 
el fortalecimiento de su capacidad de pago por la vía del incre­
mento de sus ingresos y un control más eficiente de la producción. 

• Impulsar estadios superiores de organización, de capacita­
ción y de administración de los acreditados. Ello facilitaría la ase­
soría de los técnicos en todo el proceso productivo. 

• Apoyar los trabajos de programación propios de las UEP 
con la perspectiva de integrar estos programas y elaborar, a par­
tir de la unidad operativa básica, los planes de financiamiento de 
las IFD. 
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La selección de las UEP para participar en el programa se rea­
lizaría tomando en cuenta diversos aspectos. En primer lugar se 
consideraría la opinión de las sucursales bancarias, las cuales man­
tienen una relación estrecha con los productores que les perm ite 
conocer en forma inmediata su problemática y sus requerimien­
tos. En esas sucursales se analizaría el grado de desarrollo téc­
nico y socieconómico alcanzado por la UEP. Esto ayudaría a selec­
cionar de manera preferente a los sujetos de crédito que ya han 
iniciado el proceso de organización económica para la produc­
ción, ya que son éstos los que se encuentran en mejores condi­
ciones para absorber eficazmente los trabajos desarrollados por 
los directores de producción. 

Los técnicos que fungirán como directores de producción debe­
rán ser egresados de escuelas profesionales en los campos de agro­
nomía, medicina veterinaria o carreras afines. Los técnicos debe­
rán recibir un adiestramiento intensivo, a fin de capacitarlos en 
el uso de las técnicas que emplearán para conducir el programa 
y sobre todo en su filosofía . Este entrenamiento inducirá una par­
ticipación responsable de los técnicos en la pro~ramación y en 
el otorgamiento de la asistencia técnica directa. Esta deberá sus­
tentarse en un conocimiento profundo de la operación crediti­
cia, de los aspectos de organización y administración y de la espe­
cialización profesional. 

Los técnicos que formarán parte de este grupo de directores 
de producción deberán ser seleccionados en primera instancia 
por las IFD para que posteriormente las UEP elijan a quién con­
tratar. No es ocioso señalar que los directores de producción debe­
rán contar con toda la asistencia y supervisión sistemática y per­
manente que las unidades técnicas de las IFD puedan aportar. 

El apoyo financiero que brindarían las IFD para el pago de los 
directores de producción sería por un período máximo de cuatro 
años, otorgado en porcentajes de 90, 80, 70 y 50 por ciento para 
cada año. La obligación del sujeto de crédito es aportar las dife­
rencias, pues se considera, en términos generales, que a partir 
del quinto año el servicio de asistencia técnica ya podrá ser 
cubierto totalmente por la UEP beneficiada. 

El director de producción desarrollaría diversas actividades: 

• Elaborar un diagnóstico técnico-económico de la UEP. 

• Instrumentar un programa anual de asistencia técnica debi­
damente desglosado por ciclo agrícola y por actividad. Esto im­
plica asesorar a la UEP desde la formulación de los programas ini­
ciales de producción hasta la comercialización final del producto. 

• Dictar las medidas pertinentes para el mejor desarrollo de 
los programas; las instrucciones deberán ser registradas de manera 
sistemática a efecto de construir una bitácora técnica. 

• Divulgar los aspectos técnicos de mayor trascendencia en 
las unidades productivas localizadas en el mismo ámbito geo­
gráfico. 

• Determinar las metas de producción mínimas, así como las 
relativas al abatimiento de costos. Esto se deberá plantear al 
máximo detalle para establecer una relación costo-beneficio quet 
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indique en forma clara y realista la viabilidad económica y finan­
ciera del programa. Esta es una parte medular de todo el programa. 

• Definir los cursos de capacitación de los agricultores y espe­
cificar los grados y especialidades del adiestramiento. 

• Desarrollar otras actividades vinculadas a la asistencia téc­
nica, como la organización de los productores, la administración 
de las empresas y la gestión de operaciones de crédito. La aten­
ción de estas actividades no deberá rebasar 20% de su tiempo. 

Las percepciones totales de los directores de producción debe­
rán incluir honorarios profesionales, gastos médicos, seguro de 
vida y gratificación anual; todo ello conforme a los tabuladores 
de sueldos de las IFD . Cabe indicar que la ubicación de los técni­
cos en las diferentes categorías se hará de acuerdo con sus respec­
tivas experiencias, pero esta decisión deberá sujetarse no sólo al 
d ictamen de la IFD sino también a la aprobación de los benefi­
ciarios. Los contratos de trabajo se celebrarán entre el sujeto de 
crédito y el director de producción, previa aprobación del banco 
y con el compromiso de rembolsar la parte del costo que le corres­
ponda con cargo al presupuesto de asistencia técnica. 

Para estimular la permanencia y el compromiso del director 
de producción es deseable que se promueva entre sujetos de cré­
dito que éste reciba un porcentaje de participac ión de las utilida­
des de la UEF. Esto deberá estar debidamente reglamentado aten­
diendo a las características y potencialidad de la empresa. Ese 
estímulo se podría otorgar sobre la base de los diferenciales de 
utilidad logrados a partir de la meta comprometida . 

justificación productiva 

El principal beneficio del programa es el aumento de los índices 
de productividad derivado de una ejecución más eficiente de la 
gestión productiva, sobre la base de una asistencia y dirección 
técnica adecuadas y permanentes. Es difícil precisar los incremen­
tos en productividad que se obtendrían por la intervención de 
los directores de producción, ya que esto depende de las condi­
ciones agroecológicas y económicas de cada explotación; sin 
embargo, algunas de las empresas que contaron con ese tipo de 
asesoría registraron aumentos de productividad modestos en los 
primeros años del programa (inferiores a 5%), pero que en años 
posteriores llegaron incluso hasta 34%. En casos muy especiales 
en un solo año se obtuvieron aumentos hasta 60% sobre el año 
anterior. La gestión de dichos directores se revierte, por otra parte, 
en un manejo administrativo de las empresas más eficiente por 
parte de los productores. Es decir, gradualmente se crea in­
fraestructura administrativa que hace posible una gestión produc­
tiva cada vez más eficiente. 

Este programa, en la forma en que se puso en práctica en 
México, arrojó resultados positivos en el otorgamiento de asis­
tencia técnica de las UEP. Por ello, se estima conveniente que 
dicho programa se emprenda en otros países de la región a fin 
de que las empresas que operan créditos refaccionarios de las IFD 
dispongan de forma permanente de los servicios técnicos de un 
director de producción.19 

19. FICART, Directores de producción (mimeo.), 1983. 
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La tarjeta de crédito del campo 

L as adquisiciones de los insumas y de los bienes de capital 
agnéola se realizan básicamente mediante dos modalidades: 

ministración directa del crédito monetario al usuario y canaliza­
ción del crédito en especie. En ambos mecanismos se presentan, 
por lo general, ciertos retrasos. El procedimiento en especie que 
practican buena parte de las IFD tiene aún mayores deficiencias. 
Esta clase de crédito implica para las instituciones financieras una 
erogación adicional por el manejo de los insumas agroquímicos 
y semillas, la cual se eleva aún más cuando se trata de activos 
susceptibles de degradación y pérdida de su poder germinativo. 
Igualmente existen costos por devolución, maniobras y seguros 
de dichos insumas. Otro problema es el que se deriva de la falta 
de probidad de empleados bancarios en su trato con el oferente 
o usuario al no existir adecuados mecanismos de control. 

A los pequeños agricultores esa modalidad les impone límites 
para adquirir insumas y bienes de capital agrícola, adecuados a 
sus particulares requerimientos, tanto en términos de oportuni­
dad como de calidad . Algunos beneficios de esa modalidad, 
empero, se refieren a la relativa ventaja comparativa derivada de 
las compras en volumen que realizan las IFD, así como a la posi­
bilidad de hacer llegar los insumas a lugares con una infraestruc­
tura comercial marginal. 

Lograr abatir las deficiencias señaladas en un ambiente de esca­
sos recursos crediticios es un requisito insoslayable. Se requiere 
un instrumento transparente, ágil y eficiente para la aplicación 
de los recursos utilizados en la adquisición de insumas y bienes 
de capital agrícola. En este sentido cobra importancia el estable­
cimiento de un sistema de tarjeta de crédito del campo (TCC). 

Objetivos de la TCC 

El instrumento que se propone debe atender a los siguientes pro­
pósitos operativos: 

• Constituir un mecanismo eficiente. Ello implica el estable­
cimiento de centrales de autorización de crédito. 

• Ampliar la captación de recursos de las instituciones credi­
ticias. Se exigiría la apertura de cuentas de cheques como meca­
nismo de pago sobre las ventas efectuadas a los acreditados. Esto 
haría que los proveedores operaran con instrumentos adiciona­
les de captación para las mismas IFD. 

• Disminuir la acumulación de activos de las IFD en bodegas 
y evitar almacenar semillas y agroquímicos susceptibles de degra­
dación y de pérdida de poder germinativo y residual. 

• Superar la calidad de los insumas y de los bienes de capital 
entregados a los acreditados. En una situación de competencia 
el oferente particular procuraría elevar la calidad de sus produc­
tos y acortar sus tiempos de entrega. De ese modo podría garan­
tizar ventas futuras. 

• Abatir el período de pago a los proveedores mediante la ins­
trumentación de mecanismos expeditos de revisión de adeudos. 

crédito agrícola en américa latina 

Ello evitaría interrupciones costosas en el suministro de los insu­
mas requeridos. 

• Mejorar la coordinación entre las IFD y el organismo espe­
cializado agrícola para atender las recomendaciones del acredi­
tado en materia de especificaciones técnicas que deban conte­
ner los insumas que se deseen adquirir. 

La instrumentación del mecanismo de tarjeta de crédito se rea­
lizó en uno de los bancos agrícolas de desarrollo de mayor escala 
en América Latina: el Banco Nacional de Crédito Rural (Banru­
ral) de México. Cabe señalar, que su aplicación a inicios de los 
ochenta se efectuó en un entorno de inflación incipiente, lo cual 
no debe dejar de considerarse si se quiere evaluar sus resultados 
y si se desean conocer sus posibilidades de funcionamiento en 
períodos de inflación. Si bien la estructura administrativa del San­
rural es similar a la de otros bancos agrícolas de cobertura nacio­
nal que existen en América Latina, su operación se basa en ban­
cos zonales adecuados a los diferentes grados de desarrollo relativo 
de las provincias donde operan; esto, como es entendible, ha arro­
jado resultados diversos. 

Escenarios de experimentación 

S obre la base de los propósitos antes enunciados, se realizó 
una evaluación del empleo de la tarjeta en tres bancos zona­

les. La cuantificación efectuada se basó en la frecuencia de ope­
ración de la TCC en cada uno de los bancos. 

Escenario alto. Alta frecuencia de operaciones registradas y de 
elevados montos ministrados con TCC respecto a la canalización 
de créditos comerciales y de sus niveles históricos. La operación 
de la TCC en ese banco zonal es, por tanto, un mecanismo ya 
establecido. 

Escenario medio. La tarjeta no tuvo un uso generalizado. Se 
consideró conveniente, sin embargo, mantener la programación 
tradicional de adquisiciones de los usuarios de crédito y ajustar 
interactivamente los mecanismos para un empleo más amplio de 
la TCC. 

Escenario bajo. El uso de la tarjeta fue mínimo debido a la 
carencia de infraestructura comercial. Por ello, se consideró que 
sólo se utilizará para líneas refaccionarias. 

En 1987 al TCC funcionó básicamente en el banco clasificado 
como "escenario alto". Ello tuvo el propósito de difundir su cono­
cimiento como un mecanismo que puede adoptar la banca agrí­
cola comercial. 

Los resultados señalados permiten externar las siguientes refle­
xiones. Se puede afirmar que en las áreas de mayor desarrollo 
relativo, que de alguna manera reflejan la situación real del mer­
cado para la canalización del crédito, la tarjeta funciona con rela­
tiva eficiencia. En las áreas de desarrollo marginal el estableci­
miento de la TCC deberá ser precedido por la instauración de una 
infraestructura agrícola que haga posible inducir a que los provee­
dores se establezcan en áreas cercanas a: los usuarios. En su defecto 
será necesario incrementar la frecuencia de las visitas de los pro­
ductores a los centros de oferta para atender sus requerimientos 
de insumas y de bienes de capital. D 


